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Resumen: Desde un enfoque normativo e interdisciplinario se realiza una crítica 
a la democracia liberal-representativa a partir del modelo principal-agente, lo 
cual supone identificar un conflicto de interés político que vicia el gobierno 
representativo. Se muestra, a continuación, cómo ese conflicto, en distintas 
versiones, aparece en teorías de la ciencia política, la administración pública 
y el derecho, y que su resolución reiteradamente implica cierta separación de 
poderes. Con base en este análisis, se propone un nuevo fundamento para la 
democracia, consistente en la propiedad popular directa del sistema político, 
que puede institucionalizarse en un Poder Ciudadano.

Abstract: From a normative and interdisciplinary approach, a critique of liberal-
representative democracy is made based on the principal-agent model, which 
entails identifying a conflict of political interest that vitiates representative 
government. It is then shown how this conflict, in different versions, appears in 
theories of political science, public administration and law, and that its resolution 
repeatedly implies a certain separation of powers. Based on this analysis, a new 
foundation for democracy is proposed, consisting of direct popular ownership 
of the political system, which can be institutionalized in a Citizens’ Power.

1. Introducción

La democracia liberal-representativa integra dos contradicciones. Por un lado, su 
alianza con el capitalismo enfrenta el interés económico particular al bienestar co-
lectivo (Piketty, 2014). Por otro lado, ella se fundamenta en el proceso electoral, un 
mecanismo de selección aristocrático (Manin, 1997). Este trabajo aborda la segunda 
incoherencia; argumenta que la identificación del gobierno democrático con un go-
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bierno votado configura un conflicto de 
interés político para la clase gobernante, 
que mutila la soberanía popular y tiende 
a degenerar en oligarquía. Este conflic-
to de interés político ha sido identificado 
desde distintas disciplinas y teorías, y 
para corregirlo repetidamente se aconse-
ja cierta separación de poderes. Aquí me 
propongo recoger este hilo interdiscipli-
nario, clarificarlo conceptualmente y, con 
ello, fundamentar la democracia no en el 
consentimiento ciudadano a que gobier-
ne une élite, por votada que sea, sino en 
la posesión popular directa del sistema 
político. Esto implica una separación de 
poderes entre soberano y gobernante que 
asegure que el segundo gobierna para el 
primero y no para sí mismo.1 (Y quizás 
esta ruta incentive romper la complicidad 
entre democracia y capital.)

En la primera sección del trabajo cuestio-
no el vínculo gobernante-gobernado en 
la democracia representativa a partir de 
una crítica a la rendición de cuentas po-
lítica-electoral. A continuación, presento 
el modelo principal-agente, habitualmen-
te empleado para caracterizar la relación 
representante-representado. Me fijo en 
uno de sus supuestos teóricos, la iniciati-
va del principal para estructurar los incen-
tivos del agente, que resulta ser ficticio, lo 
cual apunta a una ausencia efectiva del 
soberano en la democracia existente. En 
la segunda parte, realizo un recorrido por 
diversas corrientes teóricas; muestro la 
preocupación en cada una por el conflic-
to de interés político y cómo se propugna 
cierta separación de poderes. Este análisis 
prepara el camino para una síntesis nor-
mativa sobre la democracia, que expongo 

1. Hace unos años escribí un documento de tra-
bajo en el que propongo esta misma separación 
de poderes, aunque sin profundizar en la raíz del 
problema (Compte, 2008).

en la siguiente sección. Fruto de esta re-
flexión teórica, planteo la instauración de 
un Poder Ciudadano que, como delegado 
del soberano, se ocupa de diseñar el sis-
tema político. Cierro con una conclusión.

2. La ausencia efectiva del 
soberano

La condición sine qua non del régimen 
político o sistema de gobierno conocido 
como democracia representativa es, como 
indica su calificativo, la elección popular 
de representantes políticos, específica-
mente a los poderes ejecutivo y legislativo 
(Sartori, 2002: 30). La extendida insatis-
facción popular con el funcionamiento de 
la democracia y la consecuente formula-
ción de una ‘crisis de representación polí-
tica’ (Salazar, 2014) han conducido, entre 
otros debates, a una discusión sobre qué 
tanto el proceso electoral, que instituye la 
relación de representación, permite suje-
tar los representantes políticos a una ren-
dición de cuentas política.

La rendición de cuentas goza de consen-
so conceptual (Bovens et al., 2014: 3-4). 
A decir de Schedler (1999: 17), “A rinde 
cuentas a B cuando A está obligado a in-
formar a B sobre las (pasadas o futuras) 
acciones y decisiones de A, justificarlas y 
padecer castigo en caso de una eventual 
mala conducta.” La rendición de cuentas 
política supone que el representante se 
justifique ante el votante y se someta al 
juicio de las urnas. En el marco democrá-
tico, la rendición de cuentas presenta dos 
caras (Bovens et al., 2014: 7-11): se pue-
de entender como norma o virtud, o como 
mecanismo institucional. Así, en la rendi-
ción de cuentas política el representante 
debe rendir cuentas ante el representado 
y ello ocurre mediante la elección.
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La rendición de cuentas política se en-
cuadra en un proyecto más ambicioso 
de rendición de cuentas gubernamental, 
predicado en la creciente complejidad del 
aparato político-administrativo (Bovens et 
al., 2014: 17; Heidelberg, 2020: 18), que 
ha generado una constelación de dispo-
sitivos estatales de rendición de cuentas 
(Jenkins, 2007: 136; Philp, 2009: 43). 
Estos mecanismos buscan tanto legitimar 
la democracia representativa –ya que, 
supuestamente, a mayor rendición de 
cuentas más y mejor democracia– como 
mejorar la calidad de la representación 
política y, en general, del funcionamiento 
del Estado.

Regresando al dispositivo electoral, ¿ga-
rantiza suficiente rendición de cuentas 
política? La literatura especializada en esta 
cuestión responde que no, por diversos 
motivos. Aún en condiciones ideales (p. 
ej. información sobre desempeño dispo-
nible, ciudadanía informada), que no se 
cumplen en la práctica (Maravall, 1999; 
Fung, 2006: 672; Warren, 2008: 54; Mu-
rakami, 2008; Guerrero, 2014), las elec-
ciones son un mecanismo sumamente 
impreciso, porque un único voto juzga un 
sinfín de actores y acciones gubernamen-
tales (Manin et al., 1999: 50). Además, el 
voto es infrecuente y persigue dos fines no 
necesariamente compatibles: por un lado, 
seleccionar políticas y políticos deseables 
(rendición ex ante); por otro lado, sancio-
nar la conducta política (ex post) (Manin et 
al., 1999: 45). Finalmente, rendir cuentas 
supone establecer un intercambio discur-
sivo entre representantes y representados 
(Philp, 2009: 44); la campaña electoral, 
sin embargo, constituye un ejercicio de 
márquetin político unilateral.

La rendición de cuentas política o admi-
nistrativa usualmente se ha modelado, si-
guiendo la teoría económica contractual, 

como relación entre principal y agente 
(Brennan y Hamlin, 2000: 101; Gailmard, 
2014; Bovens et al., 2014). El modelo 
principal-agente instaura la delegación, 
por parte de un principal, de una tarea 
a un agente, cuya rendición de cuentas 
al principal se refleja en un contrato. En 
otras palabras, el contrato, diseñado por 
el principal, estructura los incentivos para 
que el agente cumpla con la tarea enco-
mendada satisfactoriamente (a juicio del 
principal). El modelo, asimismo, asume 
asimetría informacional y divergencia de 
intereses. Al delegar, el principal renun-
cia al conocimiento completo de lo que 
la tarea implica. De otra parte, el interés 
propio del agente no necesariamente 
coincide con el del principal; por ejemplo, 
le puede interesar más perpetuarse como 
agente que cumplir cabalmente con la ta-
rea encomendada (Miller, 2005). Por ello, 
de nuevo, el contrato debe incentivar al 
agente a atender suficientemente el inte-
rés del principal. En términos políticos, el 
pueblo (principal) delega a los represen-
tantes (agente) la tarea de gobernar por 
medio del ‘contrato’ electoral (Stempien, 
2012: 106). En concordancia con los dos 
supuestos, la ciudadanía posee menor 
información que los gobernantes sobre la 
acción gubernamental y los intereses de 
sendos bandos pueden discrepar.

Pese a su aparente coherencia y aplica-
bilidad, el modelo ha sido cuestionado a 
nivel teórico, por estos y otros supuestos 
(Waterman y Meier, 1998; Miller, 2005; 
Philp, 2009: 42; Gailmard, 2014; Katz, 
2014), y a nivel empírico, por sus resulta-
dos mixtos (Bovens et al., 2014: 15; Ma-
loy, 2014; Warren, 2014: 46). Aquí no in-
cumbe examinar todas estas críticas, sino 
solamente destacar una carencia teórica 
significativa. Se trata de la iniciativa del 
principal, que implica que éste estructure 
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los incentivos o, dicho de otra forma, dise-
ñe el contrato (Gailmard, 2014: 92). Entre 
los supuestos del modelo principal-agente 
Gary Miller (2005: 206) señala la “inicia-
tiva que recae en un principal unificado. 
El principal actúa racionalmente con base 
en un conjunto coherente de preferencias 
y puede iniciar [la relación con el agente] 
ofreciendo un contrato.”

En realidad, que la ciudadanía ofrezca un 
contrato electoral es una ficción (Manin 
et al. 1999: 43). Estos autores la justifi-
can apelando a una delegación total de 
la tarea gubernamental. Ello implica que 
cada elección sería una encarnación co-
yuntural del contrato original, recogido en 
la constitución política, que especifica la 
entrega completa de la actividad guber-
namental a representantes políticos. Pero 
este argumento se abre a dos críticas: que 
el contrato constitucional responda a inte-
reses de las élites, y no del pueblo llano, 
ya sea en la primera redacción de la carta 
magna o en subsecuentes enmiendas; y 
que, con el paso del tiempo, el contrato 
constitucional quede obsoleto, es decir, 
que no refleje el mejor interés común. En 
todo caso, el pueblo no estructura los in-
centivos de sus representantes, como in-
dican Richard Katz (2014: 183), de pasa-
da, y Eoin Carolan (2009: 65) en relación 
con la provisión de servicios estatales.

Igualmente, John Ferejohn (1999: 136) 
afirma que el supuesto de iniciativa con-
tractual es una “historia inofensiva,” en 
tanto que ficción, pero también porque 
“con suficiente competencia entre agen-
tes potenciales, da igual si el agente es 
quien diseña el contrato. La competencia 
entre agentes potenciales inducirá que 
cada uno ofrezca contratos que son óp-
timos desde el punto de vista del princi-
pal.” Este razonamiento, propio de Adam 
Smith, resulta inverosímil. No hay eviden-

cia alguna de que la ‘mano invisible’ ga-
rantice la optimización del contrato polí-
tico para el principal; más bien, se trata 
de una doctrina sobre las bondades del 
mercado económico trasladada a la polí-
tica. Además, constituye un razonamiento 
paternalista, porque asume que la teoría 
económica puede dictar que el agente 
tome la iniciativa contractual, en lugar de 
dejar que el principal decida si eso le con-
viene. Además, Ferejohn alega que en rea-
lidad el principal está fragmentado en gru-
pos con intereses en conflicto; por tanto, 
tiene un “problema de coordinación” que 
“parecería conducir a un problema de ac-
ción colectiva potencialmente intratable” 
(1999: 150). Ello haría inevitable entregar 
la iniciativa al agente. Pero éste es un argu-
mento circular, porque cualquier actor so-
cial responde precisamente a la estructura 
de incentivos que lo atraviesa.

Dicho esto, en la práctica los agentes po-
líticos estructuran sus propios incentivos, 
tanto a nivel coyuntural, en cada elección, 
como a nivel estructural, al incidir direc-
tamente sobre el marco constitucional-
legal. Ello supone un continuo conflicto 
de interés que beneficia al agente y perju-
dica al principal; básicamente, ocurre un 
traspaso de principalidad del principal al 
agente, aunque el primero conserva su tí-
tulo de forma honorífica, para legitimar el 
sistema político mediante el mito de la de-
mocracia como gobierno del pueblo. Esta 
ausencia efectiva del soberano popular 
conduce a un ahuecamiento del régimen 
democrático (Mair, 2013).

La tesis que elaboraré en este trabajo es 
que la violación del supuesto de iniciativa 
contractual del principal no es sólo una 
falla teórica del modelo principal-agente, 
sino, sobre todo, la cardinal deficiencia 
de la democracia existente, que relega la 
ciudadanía a un papel político marginal, 
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dado que el contrato político, coyuntural 
y estructural, está establecido por la élite 
política. Si bien es cierto que las eleccio-
nes extraen cierta rendición de cuentas, el 
agente controla la relación con el principal 
(Ferejohn, 1999: 132). Cuando J. S. Ma-
loy (2015: 79) afirma, en relación con los 
incentivos para la rendición de cuentas 
electoral, que “los políticos deben sentirse 
inducidos por potenciales recompensas 
y disuadidos por potenciales castigos,” 
omite que son los mismos políticos, no la 
ciudadanía, quienes establecen esas re-
compensas y castigos.

Si la delegación de la tarea de gobierno 
al agente no debe ser completa, ¿qué po-
der retiene el principal? ¿De qué manera 
puede el principal ejercer iniciativa en el 
contrato político? ¿Qué significa que esta-
blezca la estructura de incentivos para el 
agente? A grandes rasgos, el trabajo de 
gobernar un Estado puede dividirse en 
dos rubros, el diseño y la operación del 
sistema político. El primero incluye defi-
nir procesos estructurales o sistémicos 
que condicionan fundamentalmente la 
operación del sistema político, como por 
ejemplo la ley electoral, las condiciones 
laborales de los servidores públicos, el 
sistema anticorrupción, o cómo medir el 
desempeño gubernamental, pero tam-
bién la gestión de enmiendas constitucio-
nales de corte estructural e incluso la mis-
ma refundación del orden constitucional. 
El segundo implica la producción e imple-
mentación del marco legal con base en 
el diseño político-institucional, es decir, la 
creación y ejecución de políticas públicas 
en distintas esferas de la actividad huma-
na (salud, educación, economía, medio 
ambiente, cultura, etc.). La demarcación 
de estos dominios, diseño y operación 
(polity y policy, en inglés), no pivota en 
la distinción entre constitución política y 

ley, porque las constituciones incluyen 
disposiciones no estructurales y ciertas 
leyes tienen carácter estructural; radica, 
más bien, en la identificación de lo que se 
puede denominar el conflicto de interés 
político fundamental.

Michael Davis (1982: 21) define: “una 
persona tiene un conflicto de interés si a) 
tiene una relación con otra persona que 
requiere que ejercite su juicio al servicio 
de esa otra persona y b) tiene un inte-
rés que tiende a interferir con el ejercicio 
adecuado de su juicio en esa relación.” El 
conflicto de interés político fundamental 
implica dos niveles. Por un lado, ocurre 
cuando el agente político especifica (o 
evita especificar) cualquier norma jurídi-
ca que condiciona de forma directa su 
propia carrera política, como profesional 
de la política, o el estatus de la clase po-
lítica, como élite especializada. Por otro 
lado, en un nivel de abstracción superior, 
el conflicto fundamental opera de forma 
indirecta cuando el agente político defi-
ne cualquier norma jurídica en el marco 
de un sistema político que no resuelve el 
conflicto de interés en el primer nivel; o 
sea, las políticas públicas de salud, edu-
cación, etc. están indirectamente condi-
cionadas por el conflicto de interés rela-
tivo a la ley electoral, las retribuciones de 
los servidores públicos, etc. si el agente 
determina este segundo tipo de normas. 
Hablo, pues, de conflicto fundamental en 
tanto que concierne al agente como tal y 
no como fulanito o menganita.

3. El conflicto de interés 
político como patrón teórico

En adelante, argumentaré que la deficien-
cia normativa principal –que no única– de 
la democracia representativa consiste en 
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su inatención al conflicto de interés po-
lítico fundamental. El modelo principal-
agente me ha permitido introducir este 
diagnóstico; en esta sección reviso di-
versas teorías que apuntan en la misma 
dirección. Adelanto que, bajo esta con-
ceptualización de confusión de intereses, 
los remedios abogan por su separación, y 
que ello apunta a una concepción de de-
mocracia fundamentada en la propiedad 
o posesión popular del diseño del sistema 
político.

3.1 Teoría política-administrativa 
liberal

La teoría política-administrativa liberal 
proporciona un primer ángulo de reflexión 
acerca del conflicto fundamental, en rela-
ción con la separación clásica de poderes 
y, recientemente, la autonomización de 
órganos gubernamentales. El gobierno 
representativo surge de las revoluciones 
estadounidense y francesa, pero sus ba-
ses teóricas se sientan en el pensamiento 
liberal, particularmente de Locke y Mon-
tesquieu. Locke (2000 [1689]) teoriza so-
bre la necesidad de un gobierno limitado 
(Segundo Tratado, cap. 11, no. 135), en 
oposición al absolutismo. Aunque, como 
Rousseau más adelante, enfatiza la su-
premacía del poder legislativo (cap. 10, 
no. 132), deja entrever la separación de 
poderes (cap. 11, no. 136) que luego 
Montesquieu (1989 [1748]) canoniza en 
la división tripartita de las ramas ejecutiva, 
legislativa y judicial (Espíritu de las leyes, 
lib. 11, no. 6).

Según esta doctrina, una rama de gobier-
no no puede invadir las competencias de 
otras (separación de funciones), los agen-
tes de cada rama no pueden participar 
en otras (separación de personas) y cada 

rama limita el poder de las demás (gobier-
no limitado). En realidad, como apunta M. 
J. C. Vile (1998: 349; también Carolan, 
2009: 19), la separación estricta de po-
deres nunca fue viable por la descoordi-
nación político-administrativa que supon-
dría; el sistema de gobierno, siguiendo la 
estela americana, ha asumido la interpe-
netración de personas y funciones en un 
esquema institucional de denominados 
pesos y contrapesos (Vile, 1998: 20). En 
todo caso, el constitucionalismo moderno 
ha mantenido hasta hoy la división tripar-
tita del pensador francés.

Lo interesante para nuestros propósitos es 
que, de origen, la democracia representa-
tiva integra la resolución institucional del 
conflicto de interés político que preocu-
paba en la época, a saber, la confusión 
de poderes propia del despotismo. Ahora 
bien, la separación de poderes se reali-
za en el marco de una división entre go-
bernantes y gobernados, representantes 
y pueblo. Los poderes se reparten entre 
las élites, y no entre gobernantes y gober-
nados, como sí ocurre en la democracia 
ateniense, por rotación, o en el gobierno 
mixto de la República romana, en que la 
clase plebeya cuenta con sus órganos de 
gobierno. Este arreglo responde a que, en 
ambos lados del Atlántico, el gobierno re-
presentativo fue diseñado para establecer 
un gobierno aristocrático, no democrático 
(Manin, 1997).

El canon de los tres poderes persiste, pero 
las realidades de gobierno han cambiado 
significativamente desde el siglo XVIII. 
En concreto, el papel gubernamental 
en la dirección de los asuntos públicos 
ha crecido de forma exponencial, con el 
correspondiente desarrollo del aparato 
burocrático. Ello implica, además, que 
el margen discrecional del poder ejecuti-
vo se ha incrementado sustantivamente, 
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adquiriendo un papel preponderante en 
la administración del Estado (Vile, 1998: 
373-374; Carolan, 2009: 39-42).

Esta tendencia hacia la complejidad y 
ampliación de la esfera gubernamental, 
junto a la erosión pública de la represen-
tación política, han generado una nueva 
ola de separación de poderes, esta vez 
de una parte del campo burocrático, aun-
que todavía no se formule como tal en las 
constituciones políticas (Vibert, 2007: 80; 
Carolan, 2009: 42-43). Se trata del sur-
gimiento y proliferación de autoridades u 
órganos/organismos autónomos (o agen-
cias reguladoras independientes, o insti-
tuciones no-mayoritarias), encargados de 
dirigir o regular ciertas políticas públicas 
con relativa autonomía respecto a los po-
deres políticos (Vibert, 2007; Lancaster y 
Abdalla, 2018). Estos órganos han sido 
motivados por la filosofía de los pesos y 
contrapesos, específicamente, para re-
solver conflictos de interés de los poderes 
políticos.2

Siguiendo el modelo principal-agente, 
Frank Vibert (2007: 86-92) conceptua-
liza el conflicto de interés político como 
asimetría informacional respecto al prin-
cipal, que el agente explota a su favor; 
las autoridades autónomas servirían para 
reducir esa asimetría, transparentando 
información al público (cf. Majone, 2001: 

2. En la literatura se asume que existen una se-
rie de bienes públicos que guían la actividad de 
estos órganos; su protección y promoción ameri-
taría un tratamiento técnico, desligado del vaivén 
ideológico. Ello desmiente la crítica al supues-
to de unificación del principal ciudadano, en el 
modelo principal-agente, en aras del pluralismo. 
Si bien es cierto que las sociedades democráti-
cas contemporáneas se integran desde y hacia la 
autonomía individual y la pluralidad social, no 
cabe concluir la inexistencia de un principal ciu-
dadano con cierto interés general (históricamente 
construido, ciertamente).

105-106, sobre asimetría temporal.) Esta 
interpretación, sin embargo, peca de in-
genuidad, porque la iniciativa en el esta-
blecimiento de dichas autoridades provie-
ne del agente, lo cual debería advertirnos 
de que no es un movimiento inocente, 
sino que forma parte del cálculo político 
del propio agente. Éste terceriza ámbitos 
de política que: (i) han sido entronizados 
como apolíticos por las élites, por ejem-
plo, agencias reguladoras en sintonía con 
el capitalismo trasnacional (McNamara, 
2002; Danisor, 2018: 15 y 22); (ii) son 
políticamente problemáticos para el agen-
te; o (iii) confieren eficiencia o legitimidad 
al sistema político, como por ejemplo la 
organización de elecciones (Thatcher y 
Sweet, 2002: 4 y 19).

La cooptación política de los órganos 
autónomos evidencia su construcción 
política interesada (p. ej. Jenkins 2007: 
160-161). Al respecto, este autor avi-
sa que “una alteración sustancial de los 
marcos legales y constitucionales es ne-
cesaria para producir una responsividad 
[answerability, en inglés] más directa de 
políticos a ciudadanos.” Por otro lado, la 
transferencia de agencialidad política a 
estos órganos tecnocráticos, que no están 
sujetos a una rendición de cuentas políti-
ca a la ciudadanía (pero ver Damgaard y 
Lewis, 2014), incrementa el riesgo de su 
captura por parte de intereses particula-
res o, si más no, intereses no representa-
tivos de la voluntad ciudadana. Con todo, 
estas autoridades conforman espacios de 
construcción de política pública que, por 
su orientación técnica, se apartan de la 
lógica partidista de la política tradicional, 
que favorece el regateo e intercambio de 
favores, acercándose a un proceso deli-
berativo, con mayor credibilidad pública 
(Landwehr, 2015: 43). Su poder deciso-
rio sirve de contrapeso al poder político y, 
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aunque no rinden cuentas directamente 
a la ciudadanía, incrementan la rendición 
de cuentas del sistema político (Manin et 
al., 1999: 50; Lancaster y Abdalla, 2018).

3.2 Teoría jurídica

Las dos separaciones planteadas por la 
teoría política-administrativa liberal atien-
den a conflictos de interés entre agen-
tes políticos, más que la relación con el 
principal ciudadano, ya que ignoran la 
posibilidad de que la ciudadanía diseñe o 
estructure los incentivos del régimen po-
lítico. En cambio, el campo jurídico apor-
ta dos teorías que permiten identificar y 
problematizar el conflicto fundamental: la 
relación entre los poderes constituyente y 
constituido (ver Carretero, 2008, en clave 
sociológica), y el derecho a la autodeter-
minación de los pueblos.

Según Martin Loughlin y Neil Walker 
(2007: 1), la “paradoja del constituciona-
lismo moderno” radica en que el poder 
popular constituyente, que legitima el 
orden constitucional, no ejerce su poder 
sino a través de dicho orden. En otras 
palabras, pese a su titularidad de la so-
beranía, el pueblo no gobierna; las institu-
ciones políticas, sí. (No obstante, tal para-
doja sólo resulta problemática cuando se 
distingue entre gobernante y gobernado, 
como en la democracia representativa. En 
la democracia ateniense el pueblo gober-
naba en las instituciones políticas.) Estos 
autores tipifican la relación constituyente-
constituido en cuatro posiciones, que a su 
vez se pueden dividir según el equilibrio o 
desequilibrio entre poderes. La tesis libe-
ral, de contención jurídica, argumenta un 
agotamiento del poder constituyente en la 
forma constitucional, la cual dispone de 
mecanismos de enmienda que permiten 

su actualización. De este modo, el cons-
tituido –la ley– absorbe y anula al cons-
tituyente –al pueblo–, que únicamente 
permanece como mito, retórica o ficción 
fundacional con función legitimadora. En 
contraste, la posición radical aboga por 
la supremacía del poder constituyente, 
que fundamenta el orden constitucional 
y puede revolucionarlo (Negri, 1999). Por 
otro lado, las posturas de equilibrio entre 
poderes implican una coexistencia armo-
niosa, de coarticulación (Tully, 2007), o 
irritable, de desestabilización recíproca 
(Christodoulidis, 2007).

Estas opciones teóricas contrastan con la 
práctica habitual del Estado constitucio-
nal, inscrita en la posición liberal (Spang, 
2014: 66-68; Azzellini, 2016: 35). Pese 
a que las constituciones integran meca-
nismos de reforma constitucional, su acti-
vación es marginal. El constitucionalismo 
convencional teme al poder constituyen-
te, percibiéndolo como potencial fuente 
de desorden social e inestabilidad política 
(Colón-Ríos, 2012: 18-21). Lejos de per-
mitir “innovación y ruptura” constitucio-
nales, como afirma Hans Lindahl (2007: 
23), los regímenes democráticos existen-
tes en general despliegan un pronuncia-
do conservadurismo constitucional, que 
ignora demandas populares de cambio 
político sustantivo y favorece intereses 
de las élites (Carrozza, 2007: 175-176; 
Colón-Ríos, 2012: 29).

La capacidad histórica del poder cons-
tituyente de irrumpir en determinadas 
circunstancias, quebrando el orden cons-
tituido (aunque no necesariamente con 
resultado emancipador), muestra lo erró-
neo de la pretensión de relegar la sobera-
nía popular al mito. Tampoco resulta con-
vincente una posición puramente radical, 
afincada en la simple superioridad del po-
der constituyente, porque cualquier con-
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vivencia social viable supone la asunción 
de formas institucionales. De ahí la nece-
sidad de reconocer que ambos poderes 
cohabitan. Qué tan armoniosa o irritable 
sea esa coexistencia puede debatirse, 
pero lo relevante es cómo establecer una 
tensión productiva que mantenga ambos 
polos, sin tender al inmovilismo liberal o a 
la inestabilidad política.

Parece haber acuerdo en que la relación 
constituyente-constituido requiere cierta 
apertura al primero por parte del segundo, 
pero no emerge todavía una propuesta de 
consenso. Parte del problema es determi-
nar el grado de copresencia institucional 
del poder constituyente; si es continuo 
o intermitente. Para Emilios Christodou-
lidis (2007: 194) el constituyente aporta 
la “ruptura” del orden constituido, “que 
no puede, por definición, extenderse en 
el tiempo continuo de ‘la negociación de-
mocrática’ y la práctica constitucional.” 
Por el contrario, James Tully (2007: 335) 
aconseja explotar al máximo las oportuni-
dades de contestación política previstas 
por el orden constitucional, con el fin de 
democratizarlo; no asume, pues, la distin-
ción entre política ordinaria y extraordina-
ria. En todo caso, ambos autores concuer-
dan en la necesidad de “actuar para crear 
la posibilidad de actuar en una forma pre-
viamente cerrada” (Christodoulidis, 2007: 
206).

La teoría del constitucionalismo débil de 
Joel Colón-Ríos (2012) da un paso ade-
lante en la concreción institucional de la 
relación entre estos poderes. Colón-Ríos 
fundamenta y legitima la democracia en 
el doble pilar de participación ciudada-
na y apertura constitucional. El consti-
tucionalismo débil contempla un orden 
constitucional subordinado a la sobera-
nía popular, en tanto que abierto a ser 
reformulado parcial o totalmente si así lo 

desea la ciudadanía. Además del procedi-
miento ordinario para enmendar el texto 
constitucional, sin cambiar su estructura 
fundamental, este autor propone intro-
ducir cláusulas que permitan la activa-
ción extraordinaria de mecanismos para 
reformas constitucionales sustantivas. 
Distingue, en este sentido, entre leyes 
fundamentales y ordinarias: las primeras 
establecen la estructura constitucional y 
las segundas conciernen su aplicación. 
Así, Colón-Ríos diferencia dos dominios 
políticos, fundamental y ordinario, y los 
asigna a cada poder. Esta separación 
entre soberano y gobierno (Rubinelli, 
2020: 227) corresponde a la distinción 
entre principal y agente. Sin embargo, a 
mi parecer, el autor no explica satisfacto-
riamente el alcance del dominio popular, 
centrado en la ley fundamental, porque 
no identifica el conflicto de interés político 
fundamental –valga la redundancia– que 
permea la democracia representativa. 
Una ley no es fundamental por ser cons-
titucional, sino porque –estando o no en 
la constitución– condiciona de forma di-
recta la carrera política del agente, como 
profesional de la política, o el estatus de 
la clase política, como élite especializada; 
luego el cometido primordial de una cons-
titución liberal-representativa de carácter 
democrático sería establecer claramente 
los dominios del principal ciudadano y 
del agente político, y su relación. Como 
apunta Colón-Ríos (p. 36), la democracia 
esencialmente implica que el pueblo ejer-
za su poder constituyente (directamente, 
diseñando el sistema político, o indirec-
tamente, gobernando a través del agen-
te); pero la delimitación del autor de ese 
ejercicio a momentos extraordinarios, en 
línea con Christodoulidis (2007), reduce 
su relevancia práctica e incentiva su su-
presión o cooptación por parte del poder 
constituido, el cual argumentará, en ge-
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neral, que no se dan las condiciones para 
su activación, que el orden constitucional 
vigente puede lidiar con todo reto político, 
o que, en última instancia, las élites de-
ben guiar cualquier proceso constituyente 
(Tully, 2007: 327; Negretto, 2017: 26; Ru-
binelli, 2020: 11).

En consecuencia, debe pensarse en una 
coexistencia continua, específicamente, 
una relación dialéctica (Spang, 2014, 
cap. 6; Azzellini, 2016: 16). Sin tal retroa-
limentación el pueblo se aliena, adoptan-
do los intereses que promueve el poder 
constituido (Christodoulidis, 2007: 190), 
que tiende al elitismo y conservaduris-
mo político-institucional. La democracia 
sólo puede existir verdaderamente si está 
comprometida con su propia renovación; 
ello en gran parte depende de su apertu-
ra continua al poder constituyente, cuya 
razón de ser estriba en cuestionar y final-
mente re-formar o re-normar la sociedad 
(Spang, 2014: 177).

La autodeterminación, por su parte, está 
vinculada a la autonomía y la dignidad de 
las personas (Philpott, 1995: 356). Alude 
a su capacidad de decidir qué les convie-
ne, sin infringir en la autodeterminación 
de los demás (Abulof, 2015: 490-491). En 
el derecho internacional ha sido asociada, 
tras la primera guerra mundial y gracias 
al impulso del presidente estadounidense 
Woodrow Wilson, al proceso de descoloni-
zación (Franck, 1992: 53-54). Se trata de 
un concepto clave para fundamentar la 
democracia y el Estado democrático (Va-
ladez, 2001; Fan, 2008; Church, 2012). 
Por un lado, autodeterminarse implica 
autogobernarse en sentido amplio, tanto 
a nivel individual como colectivo. Por otro 
lado, la autodeterminación colectiva obtie-
ne significación plena cuando hay igual-
dad política entre quienes se autodeter-
minan (Dahl, 1992, cap. 7), lo cual exige 

cierta igualdad socioeconómica (Philpott, 
1995: 358; Valadez, 2001: 181-182). De 
este modo, el régimen democrático –es 
decir, el autogobierno colectivo basado en 
la igualdad política entre personas– maxi-
miza la autodeterminación a nivel político 
(Warren, 2010: 50). “La democracia es, 
por tanto, un ideal de autodetermina-
ción en que los términos de autogobier-
no están hechos por los ciudadanos y 
no otros,” afirma James Bohman (2007: 
45). Asimismo, la democracia facilita la 
autodeterminación individual, garantizan-
do derechos individuales en el marco del 
gobierno colectivo (Valadez, 2001: 135-
138). En consecuencia, la democracia 
no se justifica apelando a un contrato o 
consentimiento ficticios, como sostiene la 
tradición liberal (Valadez, 2001: 109-122; 
Abizadeh, 2020: 4), sino porque potencia 
la autodeterminación en ambos planos. 
Debe cuestionarse, por tanto, qué tanta 
autodeterminación colectiva se ejerce en 
la fundación de un Estado no democráti-
co, donde hay una clara separación entre 
gobernantes y gobernados; o en un Esta-
do que se dice democrático, pero que se 
caracteriza por la desigualdad política.

Dicho esto, ¿qué significa autodetermi-
narse en sentido político? Bohman (2007) 
proporciona varias pistas. De entrada, 
supone separar el concepto de autode-
terminación democrática de la forma 
histórica que ha adquirido desde el siglo 
XVIII. Esto relativiza la democracia liberal-
representativa y permite imaginar alterna-
tivas. En ese sentido, segundo, Bohman 
enfatiza la capacidad de la ciudadanía de 
(re)definir el sistema político-institucional: 
“La democracia es ese conjunto de insti-
tuciones por las cuales los individuos son 
empoderados como ciudadanos libres e 
iguales para juntos formar y cambiar los 
términos de su vida en común, inclu-
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yendo la misma democracia” (p. 2). Esto 
implica distinguir, como hace la teoría 
constituyente-constituido, entre sobera-
no y gobierno, principal y agente, atribu-
yéndole a cada uno su propio ámbito de 
actuación directa; la ciudadanía diseña el 
sistema y el gobierno lo opera. Tercero, 
para orientar normativamente cómo de-
mocratizar la democracia existente, Bo-
hman prioriza la concepción republicana 
de no-dominación sobre el ideal liberal de 
no-interferencia, ya que éste es compati-
ble (como ha sido demostrado histórica-
mente) con situaciones de opresión so-
cial y, por ende, de desigualdad política, 
mientras que aquel, no. Para este autor la 
no-dominación entraña que la ciudadanía 
tenga “poder normativo sobre la distribu-
ción de poder normativo” (p. 9), lo cual, 
de nuevo, puede interpretarse como la 
posesión del diseño político-institucional.

En fin, las teorías constituyente-constitui-
do y de autodeterminación no terminan de 
formular una solución para institucionali-
zar la relación entre el poder constituyen-
te o de autodeterminación del principal y 
el poder constituido o de representación 
del agente. Este avance se ha dado re-
cientemente en la teoría democrática, re-
publicana y deliberativa.

3.3 Teoría democrática

Comenzando con John McCormick 
(2011), el republicanismo contemporá-
neo ha desarrollado una propuesta insti-
tucional para contrarrestar la dominación 
actual de las élites políticas sobre la ciu-
dadanía. McCormick recupera la preocu-
pación republicana clásica de Maquiavelo 
(2011 [1531]: 271) –y, en cierta manera, 
de Platón y Aristóteles– de que “si se con-
sidera la índole de nobles y plebeyos, se 

verá en aquéllos gran deseo de domina-
ción; en éstos, de no ser dominados, y, 
por tanto, mayor voluntad de vivir libres, 
porque en ellos cabe menos que en los 
grandes la esperanza de usurpar la liber-
tad” (Discursos sobre la primera década 
de Tito Livio, lib. 1, cap. 5). Como otros 
autores, McCormick entiende que el pro-
ceso electoral no extrae suficiente ren-
dición de cuentas política para evitar la 
dominación del agente sobre el principal, 
lo cual, además, tiene ramificaciones eco-
nómicas (McCormick, 2011: 178-179). El 
discurso público de ciudadanía universal 
y homogénea enmascara intencionalmen-
te la desigualdad político-económica; el 
sistema vocifera democracia e igualdad, 
pero ejecuta oligarquía y asimetría (Mc-
Cormick, 2007). Siguiendo a Maquiavelo 
(que se inspira en la República romana), 
McCormick (2011: 183-185) propone es-
tablecer un Tribunado de la Plebe, órgano 
popular que se encargaría de controlar el 
poder político, esto mediante tres atribu-
ciones: el veto a decisiones de las otras 
tres ramas de gobierno, la convocatoria 
de referéndums y la iniciativa de enjuicia-
miento a cargos públicos. Detalles aparte, 
destaca el concepto de poder popular au-
tónomo facultado para supervisar el fun-
cionamiento del agente político. El tribu-
nado actuaría de contrapeso democrático 
al aristocrático mecanismo electoral. Así, 
McCormick rescata la noción de constitu-
ción mixta de la Antigüedad (p. ej. Aristó-
teles, Política, libro IV, cap. 9).

Lawrence Hamilton (2014) y Camila Verga-
ra (2020) concuerdan con el diagnóstico 
de dominación y la propuesta conceptual 
de McCormick. Hamilton, no obstante, 
critica que el tribunado tenga un rol reac-
tivo a la actividad gubernamental (p. 62). 
Apuesta por complejizar el control ciuda-
dano en diversos arreglos institucionales 
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(pp. 201-205): asambleas distritales que 
identifican necesidades locales (una idea 
de Condorcet [ver Urbinati, 2004]); un 
consejo nacional formado por delegados 
de las asambleas, que defiende el agre-
gado de intereses, como órgano indepen-
diente de la sociedad civil; un tribunado 
con poderes legislativos, que representa 
a la plebe y, por tanto, excluye a quienes 
forman parte de las clases acomodadas; 
la reserva de un cuarto del poder legisla-
tivo tradicional para representantes vota-
dos por las clases subalternas; y medidas 
para asegurar la identificación y abordaje 
de necesidades populares, y enmendar la 
constitución de manera consecuente.

Por su parte, Vergara aboga por un “cons-
titucionalismo material” que, atendiendo 
a la incidencia constitucional en las con-
diciones materiales de vida, instituciona-
lice el ejercicio del poder constituyente 
(pp. 106-107). Coincide con Hamilton 
en la pasividad y finalmente subordina-
ción del tribunado popular de McCormick 
respecto al gobierno representativo (pp. 
232-233), pero le critica que fragmente 
la plasmación institucional del pueblo en 
varios cuerpos: “En una república plebe-
ya, la autoridad de los plebeyos, como 
parte del pueblo que se opone a la élite 
gobernante, debe ser unitaria y debe ser 
final” (p. 239). La propuesta de Vergara 
consiste en una Rama Plebeya, que inte-
gra un tribunado de corte maquiaveliano 
y una red de asambleas locales, siguiendo 
a Condorcet (pp. 250-264). El tribunado 
“aplica las mociones aprobadas por la 
red de asambleas y combate la corrup-
ción política” (p. 251). Las mociones in-
cluyen “a) iniciar, vetar, o revocar leyes, 
políticas públicas, decretos del ejecutivo, 
decisiones judiciales y nombramientos 
a cargos públicos; b) iniciar un proceso 
constituyente; c) proponer enmiendas 

constitucionales; d) aceptar o rechazar 
un borrador de constitución” (p. 252). El 
tribunado puede investigar y enjuiciar a 
cargos públicos por corrupción política, 
de acuerdo con McCormick.

El poder popular de Vergara recapitula 
la discusión sobre el conflicto de interés 
político. Por un lado, aunque acepta la 
relación de representación entre pueblo 
y élites, critica la colusión de la clase go-
bernante (que tampoco se resuelve por 
medio de órganos autónomos ideados y 
gestionados con cálculo político). Por otro 
lado, reconoce la necesidad de institucio-
nalizar el poder constituyente y la autode-
terminación popular para democratizar el 
régimen liberal-representativo, rechazan-
do el dualismo ley/política ordinaria ver-
sus extraordinaria de Colón-Ríos.

Ahora bien, me parece que estos autores 
republicanos no identifican adecuada-
mente el origen de la dominación política. 
Vergara, por ejemplo, entiende que el sis-
tema político liberal-representativo se ha 
“corrompido” porque se ha “oligarquiza-
do,” lo cual implica “la promoción de in-
tereses individuales o seccionales, contra 
aquellos de la mayoría” (pp. 40-41). Sin 
embargo, esta caracterización no es sufi-
ciente; no indica qué hace que un interés 
particular, del agente, genere dominación 
política sobre el principal. El conflicto de 
interés político fundamental ocurre cuan-
do el agente político especifica cualquier 
norma jurídica que condiciona de forma 
directa su propia carrera política, como 
profesional de la política, o el estatus de 
la clase política, como élite especializada; 
o sea, cuando el agente estructura sus 
propios incentivos. La dominación políti-
ca se origina en la capacidad ilegítima del 
agente de establecer tales normas; y se 
elimina devolviendo esa facultad al prin-
cipal. De esta manera, no es preciso que 
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un poder popular legisle indiscriminada-
mente; puede ceñirse a diseñar el sistema 
político. Otorgar al pueblo un poder legis-
lativo abierto en sí mismo no resuelve la 
dominación política.

Si el republicanismo se centra en la liber-
tad como no-dominación, la democracia 
deliberativa enfatiza el valor del intercam-
bio de posturas entre pares para la toma 
de decisiones democráticas. Se juzga 
que la racionalidad dialógica (Habermas, 
1996) puede fundamentar el orden po-
lítico de manera más adecuada que la 
lógica política partidista, basada en la 
lucha no-deliberativa de intereses (Dry-
zek, 2010: 159-161; Setala, 2017: 850; 
Niemeyer y Jennstal, 2018: 336; Smith 
y Setala, 2018: 311). Tres corrientes dis-
putan el encaje con la democracia exis-
tente. Un grupo propugna la colonización 
del régimen liberal-representativo por la 
práctica deliberativa, con el fin de evolu-
cionarlo hacia un “sistema deliberativo” 
(Parkinson y Mansbridge, 2012). Otro, 
entiende que determinados mecanismos 
deliberativos pueden complementar, aun-
que no discutir, la primacía de las insti-
tuciones representativas (Gastil, 2000; 
Lafont, 2020). Por último, hay quienes 
claramente apuestan por una transición 
a un sistema político controlado por foros 
deliberativos con poder decisorio (Warren 
y Pearse, 2008; Schulson y Bagg, 2019). 
Aquí me centraré en esta tercera escuela, 
que comparte con la teoría republicana el 
diagnóstico de agotamiento de la actual 
democracia y busca renovarla. A decir de 
Donald Bello (2018), esta corriente apor-
ta la forma institucional al fondo republi-
cano. En concreto, examino la literatura 
sobre los denominados minipúblicos y su 
empleo con fines democratizadores.

Un minipúblico es un foro deliberativo 
formado por un grupo reducido de perso-

nas, seleccionadas (cuasi-)aleatoriamen-
te, que, con el apoyo de un facilitador y el 
testimonio de expertos, aborda cierta polí-
tica pública con el objetivo de formular un 
posicionamiento, que puede o no incidir 
en la acción gubernamental dependiendo 
del papel que se asigne al minipúblico.3 
Usualmente estos foros han sido convo-
cados por las autoridades para asesorar-
las, sin carácter vinculante; constituyen 
instrumentos de los poderes políticos, no 
un poder decisorio alternativo (Smith y 
Setala, 2018: 307); por ello, sus partida-
rios ‘fuertes’ sugieren que a futuro se les 
dote de autonomía político-administrativa 
(Setala, 2017: 851-853).

La corroboración empírica de la calidad 
deliberativa de los minipúblicos (Dryzek, 
2010: 158-161; Smith y Setala, 2018: 
305-306) ha dado pie a propuestas de 
democratización con base en estos foros. 
En esta discusión sobresalen los temas de 
escala y uso. John Parkinson (2003: 181) 
llama problema de escala a que “las deci-
siones deliberativas parecen ser ilegítimas 
para quienes se quedan fuera del foro, 
pero [que] sumar más que unas pocas 
personas al foro rápidamente lo conver-
tiría en un evento de discursos, no deli-
beración.” Aunque algunos autores han 
hecho de este razonamiento un caballo 

3. Los formatos de minipúblico más estudiados y 
con más recorrido son el jurado ciudadano, la cé-
lula de planificación, la conferencia de consenso 
y la encuesta deliberativa (Smith, 2009: 76-79). 
Sus ventajas incluyen: inclusividad y represen-
tatividad mediante selección (cuasi-)aleatoria de 
participantes, imparcialidad ideológica (apar-
tidismo), proceso deliberativo motivado por el 
bien común, incidencia popular directa sobre los 
asuntos públicos, desarrollo del interés ciudada-
no en la política, legitimidad procedimental (in-
cluyendo transparencia), y versatilidad en cuanto 
a objeto de deliberación y nivel jurisdiccional 
(Smith, 2000 y 2009; Buchstein, 2010).
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de batalla (Saward, 2000; Lafont, 2020), 
se trata de una dificultad más aparente 
que real. Quienes critican la legitimidad 
democrática de las decisiones de los mi-
nipúblicos no advierten que la práctica 
política habitual incluye ‘minipúblicos’ no 
elegidos por las urnas (Sintomer, 2010: 
482), como las cúpulas de partido (que 
determinan la actividad electoral, legisla-
tiva y ejecutiva), los tribunales colegiados 
(que frecuentemente toman decisiones 
con implicaciones políticas), o los conse-
jos de órganos autónomos (banco central, 
etc.). El desdén a los minipúblicos por 
su supuesta ilegitimidad refleja, pues, un 
condicionamiento cultural acerca de qué 
califica como democrático o no, y por qué. 
Los principios de rotación, sorteo y deli-
beración que configuran estos foros los 
acercan a la democracia ateniense mu-
cho más que lo que actualmente pasa por 
democracia (Bouricius, 2013). Por otro 
lado, Nadia Urbinati (2006: 57-58) ha 
señalado una distinción clave entre repre-
sentación y delegación en relación con los 
procesos constituyentes: “A diferencia de 
los legisladores, ‘los constituyentes’ son 
representantes sólo en un sentido simbó-
lico o ético, y no político. Como delega-
dos puros (…) son y deben ser neutrales 
y desinteresados, no representativos [de 
intereses de votantes o facciones socia-
les].” Si se interpreta que los minipúblicos 
pueden vehicular el poder constituyente, 
entonces sus integrantes no actúan como 
representantes políticos, sino como dele-
gados del principal (en el sentido apun-
tado por Urbinati, no en que deban se-
guir instrucciones). Aunque es cierto que 
sería riesgoso confiar en el juicio de un 
único minipúblico, entiendo que se puede 
considerar como democráticamente legí-
tima la convergencia de posicionamientos 
de múltiples foros realizados en paralelo 
sobre una misma política pública, como 

sugiere Robert Goodin (2012: 809) en re-
lación con el establecimiento de normas 
internacionales de carácter obligatorio 
para los Estados. Además, para gestionar 
estos minipúblicos coyunturales conven-
dría ubicarlos adentro de un ecosistema 
institucional de foros especializados en 
las distintas partes del proceso político-
administrativo (Bouricius, 2013 y 2018). 
Retomaré este punto más adelante.

En cuanto al uso, Maija Setala (2017: 
849-850) estima que los minipúblicos 
pueden abordar: problemas complejos, 
asuntos constitucionales, cuestiones de 
derechos humanos, problemáticas de 
largo plazo, conflictos de interés político, 
situaciones de polarización partidista y 
búsquedas de información relevante para 
mejorar la calidad del voto. Esta lista sin 
priorizar revela cierta confusión sobre qué 
fundamento normativo debe orientar la 
actividad de estos foros. En todo caso, la 
mayoría de propuestas de reforma estruc-
tural de la democracia liberal-representa-
tiva para integrar un componente delibe-
rativo-popular, que restituya cierto control 
sobre el sistema político a la ciudadanía, 
se centran en la faceta legislativa, ya sea 
para generar o mejorar la calidad de ini-
ciativas legislativas populares y referén-
dums mediante minipúblicos (Leib, 2004; 
Gastil y Richards, 2013), supervisar a los 
representantes políticos (Hartz-Karp y 
Briand, 2009; Schulson y Bagg, 2019), 
o establecer un poder legislativo ciuda-
dano complementario (Buchstein, 2010; 
MacKenzie, 2016; Van Reybrouck, 2016; 
Vandamme y Verret-Hamelin, 2017; Gastil 
y Wright, 2018; Owen y Smith, 2018; Abi-
zadeh, 2020) o incluso sustitutivo (Bur-
nheim, 2006; Bouricius, 2013 y 2018; 
Guerrero, 2014). Como ya he comentado 
en relación con el republicanismo, este 
enfoque es inadecuado, porque plantea 
una solución institucional sin clarificar la 
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raíz del problema, el conflicto de interés 
político fundamental. Dicho esto, las pro-
puestas enfatizan una ventaja determinan-
te de estos foros ciudadanos respecto a los 
representantes políticos; en palabras de 
Michael MacKenzie (2016: 8), “los miem-
bros de una cámara [legislativa] seleccio-
nada aleatoriamente enfrentarían pocos 
incentivos políticos para activamente favo-
recer consideraciones de corto plazo por 
delante de las de largo plazo (…) a menos 
que pensaran que eso sería lo correcto.” 
Es decir, el mecanismo minipúblico pue-
de, con el diseño pertinente, estructurar 
incentivos para hacer presente (no repre-
sentar) al principal –en tanto que voluntad 
general atemporal fijada en el bien común 
(Rousseau)– y corregir al agente político. 
Sólo falta esclarecer que el ciclo temporal 
del agente no es un problema en sí mismo, 
ya que la distorsión radica en que éste es-
tructure sus propios incentivos.

Unos pocos estudiosos sí subrayan el 
conflicto político como objeto de aten-
ción prioritaria de los minipúblicos. Un 
evento detonante de este interés fue la 
Asamblea Ciudadana de British Colum-
bia, Canadá, que se reunió a lo largo de 
2004 para deliberar sobre una reforma al 
sistema electoral de ese estado (Warren y 
Pearse, 2008). Esta experiencia, pionera 
a nivel mundial en “el empoderamiento 
[gubernamental] de un cuerpo ciudadano 
para rediseñar las instituciones políticas 
con el fin de abordar déficits democráti-
cos” (Warren y Pearse, 2008: 7), muestra 
que los minipúblicos pueden abordar la 
resolución del conflicto de interés políti-
co fundamental que plaga la democracia 
existente. A raíz de la Asamblea, Dennis 
Thompson (2008: 21) argumenta que “si 
los ciudadanos tienen el derecho de es-
coger representantes, entonces tienen el 
derecho de escoger el sistema [electoral] 

mediante el cual escogen representan-
tes.” En este sentido, “el interés [de los 
participantes en la Asamblea] no debe ser 
igual al de legisladores y líderes de par-
tido. Eso crearía un conflicto de interés” 
(p. 26). Concluye Thompson que las de-
mocracias, en general, deberían instaurar 
una institución ciudadana-deliberativa 
que elija y supervise el mecanismo elec-
toral. A su vez, John Ferejohn (2008: 211) 
sugiere que el “modelo de Asamblea Ciu-
dadana” puede tratar cualquier asunto 
que suponga un conflicto de interés polí-
tico; y, significativamente, que en “casos 
ordinarios,” sin conflicto, ese modelo pier-
de relevancia. En otras palabras, incumbe 
recobrar la principalidad del principal me-
diante la gestión del conflicto de interés 
del agente –no vaciar al agente incorpo-
rando su agencia.

Para Yves Sintomer (2018: 352-353) una 
cámara ciudadana por sorteo cobra valor 
cuando aborda asuntos que requieren im-
parcialidad; en consecuencia, recomien-
da que se ocupe de tres tareas: “definir 
las reglas del juego político; proponer so-
luciones a cuestiones muy controvertidas 
(…); y legislar con miras a largo plazo.” 
En realidad, el primer encargo engloba los 
otros dos, porque el foro puede determi-
nar que una regla sea adjudicarse temas 
controvertidos o de largo plazo. De he-
cho, Sintomer (2018: 352) justifica estas 
tareas apelando a la falta de conflicto de 
interés político de los delegados ciudada-
nos: “el poder legislativo por sorteo ten-
derá a reclutar personas no-partidistas sin 
intereses de carrera [política] que defen-
der, animados por las reglas procedimen-
tales deliberativas para alcanzar un juicio 
que tienda al interés público.” Sólo queda 
concluir que el principal ciudadano debe 
gestionar su relación con el agente políti-
co con base en la separación de los domi-
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nios “definir las reglas del juego político” 
y aplicarlas.

Por su parte, Hubertus Buchstein (2019: 
372) aconseja que el foro ciudadano 
atienda asuntos caracterizados por un 
“déficit de voluntad democrática” por par-
te de la ciudadanía, cuando ésta carezca 
de preferencias políticas informadas; y 
cuestiones de “déficit de neutralidad” por 
parte de los representantes políticos por 
razón de conflicto de interés, por ejemplo, 
la ley electoral o los salarios de los mismos 
representantes. En cuanto a la primera 
tarea, parece un encargo demasiado am-
plio, porque generalmente la ciudadanía 
está desinformada a nivel político (Olsen, 
2013: 456). La segunda concuerda con el 
planteamiento de Sintomer.

En suma, desde las teorías republicana y 
deliberativa se escuchan voces que plan-
tean la necesidad de instituir un poder ciu-
dadano que remedie el carácter oligárqui-
co de la democracia liberal-representativa; 
ello con cierta atención al conflicto de inte-
rés político fundamental, aunque el grado 
de identificación de este problema varía.

4. El Poder Ciudadano

Para criticar la democracia existente, en 
las secciones anteriores he problematiza-
do la relación entre ciudadanía y gobierno 
representativo, inicialmente con la ayu-
da del modelo principal-agente y luego 
revisando teorías de varias disciplinas. 
La constante de este análisis ha sido la 
preocupación por determinado conflicto 
de interés político y la recomendación de 
resolver dicha confusión mediante cier-
ta separación de poderes (legislativo vs. 
ejecutivo vs. judicial; órganos autónomos 
vs. poderes políticos; poder constituyente 
vs. poder constituido; autodeterminación 

vs. forma de gobierno; poder plebeyo vs. 
poderes gubernamentales; poder popular 
deliberativo vs. poderes gubernamenta-
les). Este patrón –diagnóstico: confusión; 
remedio: separación– conduce a una re-
formulación del fundamento normativo 
del régimen democrático.

La democracia supone un autogobierno 
en sentido efectivo; si implica represen-
tación política, ésta debe estar sujeta al 
pueblo. Contra la creencia liberal-repre-
sentativa, sostengo que la democracia 
no se fundamenta en el consentimiento 
popular al gobierno votado, sino en la 
posesión popular directa del sistema de 
gobierno. Posesión directa significa que el 
pueblo, a través de delegados (como en 
cualquier proceso constituyente), define 
continuamente cómo quiere gobernarse, 
es decir, cuáles son las reglas del juego 
democrático (sin que se puedan eliminar 
reglas que lo facilitan). Esto significa que 
los poderes constituyente y constituido 
coexisten y mantienen una relación dia-
léctica productiva. Hasta ahora, sin em-
bargo, el poder constituyente, propio del 
principal ciudadano, ha sido absorbido 
por el constituido, del agente político; se 
debe corregir esta amputación del auto-
gobierno instaurando un poder popular 
autónomo (con autosuficiencia presu-
puestal y administrativa) que recobre la 
titularidad popular de la democracia. Lo 
denominaré Poder Ciudadano.

El Poder Ciudadano se encarga de dise-
ñar el sistema político o, en otras palabras, 
establecer los incentivos para sí mismo, 
como delegado del principal, y para todos 
los cargos públicos, en su condición de 
agente. Esto incluye cualquier asunto que 
genere un conflicto de interés político fun-
damental, o sea, cuando el agente político 
especifica (o evita especificar) cualquier 
norma jurídica que condiciona de forma 
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directa su propia carrera política, como 
profesional de la política, o el estatus de la 
clase política, como élite especializada. El 
autogobierno, pues, consiste en distinguir 
los dominios políticos de principal y agen-
te, y en que el primero sujete al segundo 
mediante los incentivos que considere 
adecuados. De este modo, se transita de 
un gobierno unipolar, de dominación de 
la élite gobernante sobre la multitud go-
bernada, a un gobierno mixto, pero tam-
bién asimétrico, en que el gobernante es 
dominado. El Poder Ciudadano no recibe 
instrucción alguna de los poderes legisla-
tivo y ejecutivo; sus decisiones solamente 
están sujetas a revisión judicial en materia 
de derechos humanos.

El minipúblico es, metafóricamente, el 
ladrillo que facilita la construcción del 
Poder Ciudadano. Constituye una herra-
mienta robusta, versátil y afín a los valores 
democráticos. Respetando la naturaleza 
efímera del minipúblico, que permite la 
rotación ciudadana, es preciso configurar 
dicho Poder como ecosistema de estos 
foros, incluyendo un apoyo administrativo 
estable. Esta configuración multicuerpo 
no es una propuesta original, sino que 
nos remite a la democracia ateniense 
(Bouricius, 2013). Atendiendo a la pro-
puesta de este autor, con algún matiz, el 
Poder Ciudadano incluye foros para: (a) 
vincular el Poder a la ciudadanía, (b) es-
tablecer la agenda legislativa, (c) impulsar 
una determinada propuesta legislativa, 
(d) juzgar una determinada propuesta le-
gislativa, (e) revisar la implementación de 
propuestas legislativas aprobadas, (f) su-
pervisar el funcionamiento del Poder. Esta 
separación de funciones evita conflictos 
de interés adentro de esta rama popular. 
No entraré en más detalles, pero quiero 
hacer hincapié en dos facetas; primero, 
que las propuestas legislativas deben ser 

aprobadas por la convergencia de po-
sicionamientos afirmativos de múltiples 
minipúblicos realizados en paralelo y no 
por un solo minipúblico. Ello incrementa 
sustantivamente la validez deliberativa de 
la decisión. Por otro lado, hay numerosas 
formas en que el Poder Ciudadano pue-
de y debe relacionarse con la ciudadanía, 
entre ellas: (i) recoger inquietudes e inte-
reses de propuestas legislativas, (ii) capa-
citar a la ciudadanía para participar en el 
Poder, (iii) reclutar (por sorteo) ciudada-
nos para participar en los distintos foros, 
(iv) educar a la ciudadanía sobre el Poder 
y, en general, sobre la democracia.

5. Conclusión

Para inferir su famosa teoría de las revo-
luciones científicas, dice Thomas Kuhn 
(1971: 149) que “Las revoluciones po-
líticas se inician por medio de un senti-
miento, cada vez mayor, (…) de que las 
instituciones existentes han cesado de 
satisfacer adecuadamente los problemas 
planteados por el medio ambiente que 
han contribuido en parte a crear.” En 
este sentido, cabe preguntar qué tantas 
personas en cualquier régimen liberal-re-
presentativo creen en ese tipo de demo-
cracia, o si creen que eso es democracia. 
He argumentado que se trata de una de-
mocracia mutilada, con ausencia efectiva 
del soberano popular y secuestrada por la 
representación política, que con demasia-
da frecuencia se comporta como oligar-
quía (Crouch, 2004). Pero mi interés no 
es solamente desacreditar la política tradi-
cional; sobre todo, he propuesto el Poder 
Ciudadano, en línea con otras contribu-
ciones, para reimaginar la democracia y 
fundamentarla en algo mucho más demo-
crático que el permiso a ser gobernado. 
Las revoluciones políticas requieren nue-
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vas ideas, otras representaciones sociales 
sobre cómo debe funcionar la sociedad. 
La cuestión de la implementación, que no 
he abordado aquí, resulta ineludible, pero 
no obvia la necesidad de creer en aquello 
que debe sustituir lo que se piensa ago-
tado. A la construcción de la descreencia 
en el presente político y de la creencia 
en otra democracia a futuro es que se ha 
orientado este trabajo. 
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